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“Al servicio de la justicia y de la paz social” 
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-Discut ida y aprobada en sala vir tual de la fecha-  
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PROVI DENC IA   SENT ENCI A  N °  0 57  
T EM AS Y  SU BT EM AS  LA  A CCI ÓN  POP ULAR .  L OS  D ERECHO S E  INT ER ESES 

COL ECT IV OS.  AL CANCE  Y  C ONT ENI DO  DE  L OS DERECH OS E  
INT ERESES  AL  M EDI O AM BIE NT E  SAN O Y  AL  G OCE  DE L 
ESPACI O PÚB L ICO .  NORM AT IVA  LO CAL  SO B RE P UBL IC ID AD 
EXT ERIO R V ISUA L.  

DECIS IÓN  CONF I RM A  
M AGIST RA DA P ONE NT E  M ART HA CE CIL I A  OSPI NA P AT IÑO  
 

 
 

Se prof iere sentencia de segunda instancia que resuelva el recurso de 

apelación interpuesto por  el  accionante  contra la sentencia profer ida por el  

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN el día 24 de 

noviembre de 2021, dentro de la acción popular promovida contra  

MARROCAR S.A.S.    

 

I .  ANTECEDENTES 

 

1.  FUNDAMENTO FÁCTICO.  

El demandante en su escri to introductor denuncia vulneración de los 

derechos colect ivos al goce de un ambiente sano y del espacio públ ico, a 

raíz de una publ icidad exter ior visual  si tuada en la  Cal le 36 N°48-36 de la 

ciudad de Medel l ín , por cuanto no cumple con los requisi tos establecidos en 

la Ley 140 de 1994 y la Resolución 2444  (Archivo digi tal  1.1. f ls.  1 y 

9/Carpeta 01.Primera Instancia ).  
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2.  PETICIONES.  

Con fundamento en los hechos expuestos, el  demandante pretende que se 

declare que el demandado es responsable de vulnerar las normas que sobre 

publ icidad visual exter ior  que se encuentran contenidas en la Ley 140 de 

1994 y en consecuencia se ordene adecuarla a la normatividad local.  

 

3.  TRÁMITE Y RÉPLICA.  

Mediante auto de 11 de mayo de 2018 ( Archivo digi tal  1.1.  f l .  11/Carpeta 

01.Primera Instancia) ,  fue admit ida la demanda, luego que se subsanaron los 

requisi tos exigidos en el auto inadmisorio . En dicha providencia se 

adoptaron las siguientes disposiciones: ( i)  noti f icar a la Sociedad 

demandada y correr  traslado a la misma por un término de diez  (10) días 

para que la conteste y sol ici te  práct ica de pruebas;  ( i i)  informar a los 

miembros de la comunidad a través de un medio masivo de comunicación o 

de cualquier mecanismo ef icaz , de conformidad con lo dispuesto en el  

art ículo 21 de la Ley 472 de 1998;  ( i i i )  comunicar al  Minister io Públ ico como 

parte en defensa de los derechos e intereses colect ivos  y al  Defensor del  

Pueblo, puesto que el accionante actúa sin apoderado ; al  Municipio de 

Medel l ín Departamento Administrat ivo de Planeación y a la Subsecretaría de 

Control Urbaníst ico,  para que intervenga en su cal idad de ent idad 

administrat iva encargada de proteger los derechos colect ivos afectados ,  

además para que cert i f ique si  la publ ic idad exter ior visual ubicada en la 

Cal le 36 N° 48-36 del Municipio de Medel l ín,  cumple con los parámetros 

normat ivos vigentes para esa especie de publ icidad y para que conceptúe si  

dichas instalaciones publ ici tar ias se adaptan en lo pert inente a la Ley 140 de 

1994, al  Decreto Municipal  1683 de 2003 y al Acuerdo 048 de 2014 y que en 

caso de no ser así ,  indicara qué m edidas ha tomado la administración 

municipal para procurar el  cumplimiento de esa normativa. Y para que 

informe qué persona natural o jurídica es la dueña de la publ icidad exhibida 

y la propietar ia del inmueble donde se encuentra instalada (Archivo digi tal  

1.1. f ls.  11 a 13/Carpeta 01.Primera Instancia).  

 

La ci tación de las ent idades públ icas enunciadas fue efectuada en debida 

forma como también la not i f icación personal al  demandad o (f ls.  17 a 23 

Archivo digi tal  1.1.  y Archivo digi tal  1.5. /Carpeta 01.Primera Instancia).  Así  

mismo, la comunidad se enteró de la existencia de la acción mediante aviso 
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judicial  publ icado en el periódico El Mundo (f ls.  17, 19 y 20 Archivo digi tal  

1.2./Carpeta 01.Primera Instancia ).  

 

Mediante apoderado judicial  debidamente const i tu ido,  la accionada 

respondió la demanda manifestando que no ha real izado la instalación de 

publ icidad exter ior visual que viole los requisi tos y l imitaciones establecidos 

en la Ley 140 de 1994, menciona que el actor no especif ica cuál es el  

art ículo o disposición transgredido o vulnerado, pero que en todo caso esa 

Sociedad ha cumplido a cabal idad con las condiciones, el  registro y demás 

obl igaciones legales establecidas para la instalación y disposición de la val la 

publ ici tar ia. Se opone a la prosperidad de las pretensiones porque considera 

que es inexistente la vulneración de los derechos colect ivos denunciada,  

proponiendo como excepciones las siguientes:  

 

INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN A LOS DERECHOS COLECTIVOS 

INVOCADOS-HECHO SUPERADO.  

En la medida en que la publ icidad exter ior visual que se ha instalado ha 

cumplido a cabal idad con la normativa que r ige la mater ia ,  propiciando el  

desarrol lo de la act iv idad comercial  con la existencia de un ambiente sano y 

l ibre de contaminación visual .  Expresa que para la instalación de la 

publ icidad exter ior visual se siguieron todos los l ineamientos de la Ley 140 

de 1994, especialmente los contenidos en los art ículos 3 y 4 y que se real izó 

el registro contemplado en el art ículo 11 de esa misma ley ; que como 

consecuencia de la  real ización del registro de la publ icidad, la Alcaldía de 

Medel l ín real izó un estudio administrat ivo de veri f icación en el cual pudo 

constatar a través de la Subsecretaría de Espacio Públ ico el  cumplimiento de 

las disposiciones contenidas en la Ley 140 de  1994 y de los Acuerdos 036 de 

2017 y 048 de 2014,  determinando que la val la objeto de la acción popular  

cumple a cabal idad con la normativa que regula la mater ia.  

 

Expone además, que en caso tal  de que l legue a considerarse que para 

alguna fecha puntual exist ió una vulneración a las est ipulaciones legales 

contenidas en la Ley 140 de 1994, conveniente resulta resaltar que en la 

actual idad el lo const i tuye un hecho superado, circunstancia que se veri f ica 

con el estudio administrat ivo de veri f icación real izado  por la Alcaldía de 
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Medell ín, el  cual  anexó a su contestación (Archivo digi tal  1.8. /Carpeta 

01.Primera Instancia).  

 

4.  AUDIENCIA ESPECIAL DE PACTO DE CUMPLIMIENTO.  

Mediante auto de 20 de octubre de 2021 se ci tó a la audiencia de pacto de 

cumplimiento para el  día 31 de enero del corr iente año, providencia en la 

cual se decretaron las pruebas; la audiencia no se pract icó en tanto el  

despacho de conocimiento decidió dictar sentencia ant icipada (Archivo 

digi tal  2.3/Carpeta 01.Primera Instancia).  

 

5.  LA DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA.  

El Juzgado Once Civi l  del Circuito de Medel l ín ,  prof ir ió sentencia  ant icipada 

el día 24 de noviembre de 2021, amparado en el art ículo 278 del C.G.P. y 

entendiendo que dicha norma facul ta a quienes ejercen función 

jur isdiccional,  para que en cualquier estado del  proceso y con fundamento en 

la expresión “deberá” que está inmersa en la redacción de la norma, dicten 

sentencia ant icipada cuando no hubiere pruebas por  pract icar  (Archivo 

digi tal  2.9/Carpeta 01.Primera Instancia) .  La decisión fue desest imator ia de 

las pretensiones de la acción popular,  al  considerar que la misma fue 

interpuesta con fundamento en la supuesta vulneración de los derechos 

colect ivos al goce del espacio públ ico y la ut i l ización y defensa de los bienes 

de uso públ ico y a la defensa del patr imonio públ ico, con la val la publ ici tar ia 

de la que da cuenta la demanda y que poster iormente fue quitada del  lugar, 

tal  y como lo dejó señalado la Alcaldía de Medel l ín en el informe técnico que 

data del 19 de jul io de 2018; por lo  que est imó que no existe prueba de la 

vulneración de los derechos colect ivos, al  momento de la presentación de la 

acción popular  y que con poster ior idad a el lo, se pudo constatar conforme al 

informe técnico remit ido por la Alcaldía de Medel l ín, que de acu erdo con la 

visi ta real izada el  17 de noviembre de 2021 por personal técnico de apoyo a 

la Subsecretaría de Espacio Públ ico, dicho elemento cumple con lo dispuesto 

en el  acto administ rat ivo de autor ización y registro, observándose total 

cumplimiento y ajuste a la norma.  

 

7.  DE LA IMPUGNACIÓN 

La sentencia de pr imera instancia fue recurr ida en apelación por el  actor 

popular,  quien presentó inconformidad indicando que la publ icidad exter ior 
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visual objeto de la acción, a la fecha de presentación de la misma vio laba las 

disposiciones de la Ley 140 de 1994 y el Acuerdo Municipal  036 de 2017,  

resaltando que el informe técnico rendido por la Alcaldía de Medel l ín en el 

año 2018, según la fotografía aportada,  no se ref iere al elemento publ ici tar io 

respecto el que recae esta acción,  sino a un local de la sociedad accionada 

con frente a la Avenida 33.  

Expone también que, pese a exist ir  un segundo informe de la Alcaldía de 

Medel l ín, no existe en el expediente la mater ial ización oportuna del  registro 

de la publ icidad exter ior visual,  porque el  registro apenas es del 29 de enero 

de 2021, es decir ,  que apenas un año y medio después, se intentó el registro 

de la publ icidad.  

Hace referencia a que mediante auto de 20 de octubre de 2021, el  Juzgado 

de pr imera instancia f i jó fecha  para l levar a cabo la audiencia de pacto de 

cumplimiento en la cual él  pretendía mostrar y demostrar la infracción de la 

accionada con el elemento de publ icidad exter ior visual denunciado (Archivo 

digi tal  3.2. /Carpeta 01.Primera Instancia).  El recurso fue concedido mediante 

auto del 18 de enero del corr iente año (Archivo digi tal  3.4/Carpeta 

01.Primera Instancia).  

Repart ido el  proceso a es te Despacho,  mediante auto del 8 de febrero de 

2022 y atendiendo las disposiciones del C.G.P. y del Decreto 806 de 2020,  

se admit ió el  recurso de alzada y se corr ió traslado por el  término de cinco 

(5) días a la parte  recurrente para que sustentara sus inconformidades,  

vencido el cual se le concedió traslado por el  mismo término a la parte 

contrar ia para las respect ivas ale gaciones, advir t iendo que si  durante el 

término de ejecutor ia de esa providencia se presentaba alguna sol ici tud 

probator ia,  debía la Secretaría de la Sala ingresar a despacho el expediente,  

previo a correr el  respect ivo traslado (Archivo digi tal  02/Carpeta  02.Segunda 

Instancia).  

Del término para sustentación del recurso hizo uso el  accionante, quien se 

ref ir ió a los mismos argumentos expuestos al momento de interponer el  

recurso, haciendo además una sol ici tud probator ia en el sent ido de pedir  que 

se prof iera orden di r igida a la Alcaldía de Medel l ín, para que aporte al  
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presente trámite el expediente  de registro de la publ icidad exter ior visual,  la 

cual  fue denegada mediante auto de 5 de mayo del  corr iente año (Archivo 

digi tal  13/Carpeta 02.Segunda Instancia),  por no cumplirse los requisi tos que 

consagra el art ículo 327 del C.G.P. para el decreto de pruebas en segunda 

instancia.  

El apoderado judicial  de la sociedad resistente, acudió dentro del término 

para presentar  sus alegaciones,  a indicar  que la sustentaci ón que ofrece el 

apelante es completamente alejada de la real idad y que desconoce la 

normatividad vigente en el tema, los conceptos de la autor idad administrat iva 

competente y el  precedente jur isprudencial en la mater ia. Ref iere a que los 

mismos registros fotográf icos al legados por  el  demandante demuestran la 

contradicción de sus argumentos, pues tanto las fotografías de la val la al  

momento de inicio de la acción popular como la que está dispuesta para el 

24 de enero del corr iente año, dan cuenta de que amb as t ienen la misma 

estructura, se encuentra en el mismo lugar y t ienen las mismas dimensiones,  

además que siempre han sido registradas ante el ente municipal,  contando 

con el concepto favorable, motivos por los cuales considera que el recurso 

de alzada carece de sustento fáct ico y normativo  (Archivo digi tal  11//Carpeta 

02.Segunda Instancia).  

 

I I .  CONSIDERACIONES 

 

1.  VERIFICACIÓN DE PRESUPUESTOS PROCESALES Y AUSENCIA DE 

IRREGULARIDADES CONFIGURATIVAS DE NULIDAD.  

Concurren dentro del asunto sub-examine  los presupuestos procesales 

traducidos en competencia del juez, demanda en forma, capacidad procesal  

y capacidad para ser parte, amén de que no se advierte irregular idad 

const i tut iva de nul idad que pueda comprometer la val idez de lo actuado.  

 

2.  PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER.  

Deberá esta Sala de Decisión determinar si  dentro del asunto de la 

referencia,  procede confirmar la decisión adoptada en pr imera instancia, que 
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resultó desfavorable a las pretensiones del actor popular,  anal izando 

part icularmente las inconformidades presentadas por éste a través del  

recurso de apelación.  

 

3.  LAS ACCIONES POPULARES.  

Al tenor del art ículo 9º de la Ley 472 de 1998, las acciones populares,  

proceden contra toda acción u omisión de las autor idades públ icas o de los 

part iculares, que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses 

colect ivos y, podrán ser ejercidas, según el art ículo 12, por  toda persona 

natural o jurídica, por si  misma o por quien actúe en su nombre. Las mismas,  

fueron inst i tuidas como instrumento o medio de  defensa de los derechos e 

intereses colect ivos de las personas.  

 

Los derechos colect ivos, por su parte, son los derechos que t ienen los seres 

humanos como grupo, a que la organización pol í t ica proteja bienes de uso 

colect ivo, valga la redundancia, como el  medio ambiente,  los recursos 

naturales, la salubr idad,  el  espacio públ ico, contra los actos que los 

amenacen; así como la protección de los valores de la convivencia, como la 

paz, la pulcr i tud, la l ibre y leal convivencia en una economía de mercado 

l ibre,  y los bienes y servicios de la comunidad.  

La acción en examen, abarca otros derechos de similar naturaleza que estén 

consagrados en la Const i tución y la ley y que no contraríen la f inal idad 

públ ica que los ident i f ica; de ahí,  que pueda decirse, que la car acteríst ica 

esencial de dicha acción sea su índole preventiva, dados los f ines públ icos y 

colect ivos que la fundamentan y, que el la fue creada para precaver la lesión 

de bienes y derechos que afectan ese interés colect ivo.  

 

4.  PRESUPUESTOS DE LA SENTENCIA FAVORABLE EN ACCIÓN 

POPULAR. 

De conformidad con lo dispuesto en el ar t ículo 2º de la Ley 472 de 1998, las 

acciones populares son un mecanismo para la protección de los derechos e 

intereses colect ivos y se ejercen para hacer cesar el  pel igro,  la amenaza, la  

vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses o rest i tuir  las cosas a 
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su estado anter ior cuando fuere posible.  

La jur isprudencia del Consejo de Estado ha establecido los requisi tos o 

presupuestos materiales que determinan el éxito de la pretensión formulada 

en acción popular;  siendo estos: ( i)  una acción u omisión de la parte 

demandada ;  ( i i )  un daño contingente,  pel igro, amenaza,  vulneración o 

agravio de derechos o intereses colect ivos, pel igro o amenaza que no es en 

modo alguno el que proviene de  todo r iesgo normal de la act ividad humana 

y ;  ( i i i )  la relación de causal idad entre la acción u omisión y la señalada 

afectación de tales derechos e intereses; dichos supuestos deben ser 

demostrados de manera idónea en el proceso respect ivo.  

 

5.  DERECHO COLECTIVO AL ESPACIO PÚBLICO.  

El art ículo 82 de la Const i tución Polí t ica impone al Estado el deber de: “velar 

por la protección de la integridad del  espacio públ ico y por su dest inación al  

uso común, el  cual  prevalece sobre el  interés part icular.  Las ent idad es 

públ icas part iciparán en la plusvalía que genere su acción urbaníst ica y 

regularán la ut i l ización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del  

interés común”  

 

En el art ículo 5 de la Ley 9ª de 1989 se encuentra la def inic ión legal de tal  

concepto,  así:  

 

Ent iéndase por  espacio  públ ico e l  conjunto  de inmuebles públ icos y  los 

e lementos arqu i tectónicos y  naturales de los inmuebles pr ivados,  dest inados 

por su  naturaleza,  por  su uso o  afec tac ión  a la  sat is facc ión de necesidades 

urbanas colect ivas que t ra sc ienden,  por tanto,  los l ími tes de los in tereses 

indiv iduales de los habi tantes.  

 

Así ,  const i tuyen el  espacio públ ico de la c iudad las áreas requer idas para la 

c i rculac ión,  tanto peatonal  como vehicular ,  las áreas para la  recreación 

públ ica,  act iva o pasi va,  para la segur idad y  t ranqui l idad c iudadana,  las 

f ranjas de re t i ro de las edi f icac iones sobre las v ías,  fuentes de agua,  

parques,  p lazas,  zonas verdes y s imi lares,  las necesar ias para la insta lac ión 

y mantenimiento de los serv ic ios públ icos básicos,  par a la insta lac ión y  uso 

de los  e lementos cons t i ­ tut ivos  del  amoblamiento urbano en todas  sus 

expres iones,  para  la preservación  de las obras  de inte rés públ ico  y  de los 

e lementos  h is tór icos,  cul tura les,  re l ig iosos,  recreat ivos  y  ar t ís t icos ,  para la  

conservac ión  y preservación del  paisaje y  los e lementos naturales  del  

entorno de la c iudad,  los necesar ios  para  la preservación y  conservación de 

las p layas  mar inas y  f luv ia les,  los  te rrenos de bajamar,  así  como de sus 
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elementos vegetat ivos­ ,  arenas y corales y ,  en  general ,  por  todas las zonas  

ex is tentes o debidamente proyectadas en las que el  in terés colect ivo  sea 

mani f iesto y  conven iente y  que const i tuyen,  por  consiguiente,  zonas para e l  

uso o e l  d is f rute  colect ivo.  

 

Tratándose del espacio públ ico, y con el  f in de  determinar por qué procede 

su protección, apropiado resulta acudir a lo consignado por la Corte 

Const i tucional en la Sentencia C-265 del 16 de abri l  de 2002, de la cual se 

extrae el siguiente aparte:   

 

El  const i tuyente de 1991 consideró necesar io br indar a l  espacio públ ico una 

protecc ión expresa de rango const i tuc ional .  Esta  decis ión resul ta 

c laramente  compat ib le con los pr inc ip ios  que or ientan la  Carta  Po l í t ica  y  con 

el  señalamiento del  t ipo  de Estado en el  que aspi ran v iv i r  los colombianos.  

Sin duda,  una  de las  mani festac iones del  pr inc ip io const i tuc ional  que 

ident i f ica a  Colombia como un Es tado Socia l  de Derecho guarda re lac ión 

con la garant ía de  una ser ie de derechos soc ia les y  colect ivos  como la 

recreación  (ar t ículo  52  C.P.) ,  e l  aprovechamiento del  t ie mpo l ibre  ( Ibíd .) ,  y  

e l  goce de un medio ambiente sano (ar t ículo  79 C.P. )  que dependen de la 

ex is tencia de  un espac io f ís ico a  d isposic ión  de todos los habi tantes .  El  

concepto de espacio público hace re lación no sólo a los bienes de uso 

público,  s ino a  aquellos bienes de propiedad privada que t rascienden lo  

individual  y son necesarios para  la vida urbana.  Los antejardines,  las  

zonas de protección ambiental ,  los escenarios privados a los cuales 

accede el  públ ico (como los teatros),  caen bajo ese concepto que  

permite un manejo urbano en el  que el  e lemento público y colectivo 

prevalece sobre el  part icular.  Dada su enorme impor tancia  para la  ca l idad 

de v ida,  en especia l  en  los centros urbanos,  se ha considerado e levar lo a 

rango const i tuc ional .  A part i r  de la Con st i tuc ión de 1991 el  concepto de 

espacio públ ico adquiere,  pues,  pro tecc ión const i tuc ional .  Var ios ar t ículos 

de la Carta Pol í t ica a luden especí f icamente a  esta mater ia,  no  sólo para 

señalar  que los b ienes de uso públ ico son inal ienables,  imprescr ipt ib les e  

inembargables (ar t ículo 63 C.P.)  s ino a l  especi f i car  los re fer idos  deberes de 

protecc ión y conservación que se predican del  Estado respecto del  espacio 

públ ico en los  términos del  ar t ículo 82  Super ior .  

 

6.  DERECHO COLECTIVO AL MEDIO AMBIENTE SANO.  

El art ículo 4º de la Ley 472 de 1998 establece que son derechos e intereses 

colect ivos, entre otros, los relacionados con el goce de un ambiente sano, de 

conformidad con lo establecido en la Const i tución, la Ley y las disposiciones 

reglamentarias; norma esta que guarda armonía con el art ículo 79 de la 

Carta Polí t ica, siendo el lo reaf irmado por  el  art ículo 7 ° del Código Nacional  

de Recursos Naturales Renovables y de Protección al medio Ambiente.  
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Al tenor de lo normado por el  art ículo 8° de la codif icación en coment o, uno 

de los factores que deter ioran el  ambiente, lo const i tuye la contaminación 

del aire, de las aguas, del suelo, y de los demás recursos naturales 

renovables, entendiendo por contaminación la al teración del  ambiente con 

sustancias o formas de energía puestas en él,  por act ividad humana o de la 

naturaleza, en cant idades, concentraciones o niveles capaces de interfer ir  el  

bienestar y la salud de las personas, atentar contra la f lora y la fauna,  

degradar la cal idad del ambiente de los recursos de la Nación  o de los 

part iculares;  y por  contaminante, cualquier  elemento, combinación de 

elementos, o forma de energía que actual o potencialmente pueda producir  

al teración ambiental,  en cualquiera de las formas anter iormente refer idas,  

contaminación que puede ser f ísica, química o biológica . 

 

Expresó la Corte Const i tucional en la sentencia T -863A-99, para def inir  y 

signif icar al  alcance del derecho al medio ambiente sano, lo siguiente:  

 

El  derecho al  medio  ambiente sano,  p rotegido const i tuc ionalmente a  t ravés 

de múl t ip les d isposic iones normat ivas,  es un derecho colect ivo  que 

involucra aspectos  d i rectamente  re lac ionados con el  manejo,  uso,  

aprovechamiento y  conservación de los recursos naturales,  e l  equ i l ibr io de 

los ecosis temas,  la  protecc ión de la  d ivers idad bio lógi ca y  cul tura l ,  e l  

desarro l lo  sostenib le ,  la  salubr idad,  y  la  cal idad de v ida del  hombre,  

entendido éste ú l t imo como parte  integrante  de ese mundo natural .  

 

Uno de los elementos que integran el medio ambiente sano es el paisaje,  lo 

que así se inf iere de lo preceptuado por la Ley 99 de 1993, norma que, entre 

sus pr incipios generales, establece que el  paisaje, por ser patr imonio común, 

deberá ser protegido. Antes de esta ley, el  Decreto 2811 de 1974 

consideraba, como factor que deter ioraba el  ambiente,  la al te ración 

perjudicial  o ant iestét ica de paisajes naturales (art .  8, l i teral  j )  consagraba 

en favor de la comunidad el derecho a disfrutar de paisajes urbanos y 

rurales que contr ibuyan a su bienestar f ísico y espir i tual  (art .  302) y 

ordenaba a las ent idades públ icas y pr ivadas que, en la real ización de obras, 

debían procurar mantener la armonía con la estructura general del paisaje.  

 

Entonces, de la protección del  paisaje se ocupó la Ley 140 de 1994  
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reglamentaria de la publ icidad exter ior visual en el terr i tor i o nacional,  la cual  

t iene por objeto, tal  y como lo pregona su art ículo 2° “(…) mejorar la cal idad 

de vida de los habitantes del país, mediante la descontaminación visual y del  

paisaje, la protección del espacio públ ico y de la integridad del medio 

ambiente,  la seguridad vial  y la simpl i f icación de la actuación administrat iva 

en relación con la Publ icidad Exter ior Visual” .  

 

I I I .  ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

 

Recurre el actor popular  la sentencia de pr imera instancia ,  insist iendo en 

que al momento de interposi ción de la denuncia de afectación de los 

derechos colect ivos,  la publ icidad exter ior visual  ubicada en la Cal le 36 

N°48-36 de la ciudad de Medel l ín, de propiedad de la sociedad accionada ,  

no cumplía con las disposiciones de la Ley 140 de 1994, ni  con e l Acuerdo 

Municipal  036 de 2017;  cuest ionando el fa l lo que desató la pr imera instancia 

por  haber tenido en cuenta el informe rendido por la Alcaldía de Medel l ín en 

el año 2018, a pesar que el mismo ref iere a una publ icidad exter ior visual  

di ferente a la que hace referencia la acción popular;  agrega a sus 

inconformidades una manifestación en el sent ido de indicar que en el  

expediente no existe material ización oportuna del registro de la publ icidad 

exter ior visual,  porque el registro apenas es del 29 d e enero de 2021, es 

decir ,  que un año y medio después, se intentó el registro.  

 

Pues bien, para resolver las inconformidades planteadas a través del  recurso 

de alzada, basta con tener en consideración los elementos materiales 

probator ios obrantes en el plenario  y la actuación surt ida; se t iene entonces 

que la acción popular fue radicada el  día  27 de abri l  de 2018, presentándose 

una demanda en la que no se indican de manera detal lada las infracciones en 

las que está incurr iendo la accionada con la publ icidad exter ior v isual y que 

van en contravía de la Ley 140 de 1994, pues únicamente se relacionan como 

hechos que motivan la acción los que así se describieron: “La i legít ima 

colocación de un soporte metál ico para publ icidad exter ior visual  violando los 

requisi tos y las l imitaciones ordenados por  la Ley 140 -94. Ubicado en Medel l ín,  

cl l  36 48-36” ,  con el  aporte de unos regist ros fotográf icos. Fue con ocasión del 



P á g i n a  1 2  d e  1 6  

S e n te n c ia  2 ª  i n s ta n c ia .         M   C   O   P        R a d i c a d o  0 50 0 1  31  03  0 1 1  20 1 8  00 2 21  0 1  

auto admisorio en el que se ordenó requerir  al  Municipio de Medel l ín para que 

cert i f icara si  la publ icidad exter i or visual  ubicada en la Cal le 36 N° 48 -36 de 

esta ciudad cumplía con los parámetros normativos vigentes,  que se obtuvo al 

mes de jul io siguiente a la presentación de la acción, el  informe de visi ta 

técnica a través del  cual la Alcaldía de Medel l ín, ref ir ié ndose a la misma 

ubicación a la que hace referencia la demanda, esto es la Cal le 36 N° 48 -36 

de la ciudad de Medel l ín, indicó que en visi ta efectuada por personal técnico 

de la Subsecretaría de Espacio Públ ico, no encontró instalado al l í  ningún 

elemento publ ici tar io perteneciente a la sociedad accionada (cfr .  Archivo 

digi tal  1.1. f ls.  26 y 27/Carpeta 01.Primera Instancia).  

 

Ahora, como transcurr ió un lapso de t iempo considerable mientras se logró la 

integración del contradictor io, porque valga resaltar lo,  n inguna colaboración 

prestó para el lo el  actor  popular,  recibida la contestación que contiene las 

defensas de la accionada y  encontrándose en la etapa de decreto de pruebas,  

de manera of iciosa el juzgado de pr imera instancia est imó prudente decretar la 

prueba consistente en of iciar a la Alcaldía de Medel l ín -Secretaría de 

Seguridad y Convivencia-Subsecretaría de Espacio Públ ico para que se 

sirviera cert i f icar  si  la publ icidad exter ior  visual  t ipo val la uni lateral  objeto de 

esta acción popular,  cumple con los parámetros normativos vigentes para la 

regulación de esta especie de publ icidad,  yendo incluso el juzgado más al lá al  

pedir le al  ente municipal que indicara precisamente,  si  a la fecha de la nueva 

visi ta,  la publ ic idad se acompasa con todos los conceptos p revistos en la 

normativa vigente para un estudio administrat ivo de veri f icación,  

especialmente los relacionados al  número de registro de instalación y t iempo 

SPOT; así mismo le pidió que cert i f icara expresamente los trámites de 

legal ización que la accionada Marrocar S.A.S.,  había adelantado sobre dicho 

elemento publ ici tar io y que aclarara la posible discrepancia entre la v isi ta del  

18 de jul io de 2018 cuando se dejó constancia que no había al l í  instalado 

ningún elemento publ ici tar io y la vis i ta del 15 de oc tubre de 2020 que en esa 

misma dirección, encontró instalado un elemento publ ici tar io t ipo val la 

uni lateral propiedad de la Empresa Marrocar  S.A.S. ,  información ésta últ ima 

obtenida a través de la contestación de la demanda.  
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De esta manera se obtuvo el in forme proveniente de la Subsecretaría de 

Espacio Públ ico –  Secretaría de Seguridad y Convivencia de la Alcaldía de 

Medel l ín, fechado 19 de noviembre de 2021, el  cual claramente resuelve las 

inquietudes formuladas por el  juzgado y da clar idad respecto a que  la 

publ icidad exter ior v isual  ubicada en la Cal le 36 N° 48 -36 de la ciudad de 

Medel l ín, cumple con toda la normativa,  así lo consignó el informe  que obra 

como archivo digi tal  2.8/Carpeta 01.Primera Instancia :  

 

Al  respecto,  se  info rma que la  publ ic idad ex t er ior  v isual  re ferenciada cuenta   

con autor izac ión de es ta dependencia,  e l lo  d ispuesto en Resoluc ión   N°   

202150004730  de 29 de  enero  de  2021,  lo   que s igni f ica que la misma  

cumple con  todos los  parámetros  normat ivos y    técnicos v igentes.  

 

Sin embargo,  e l     17 de noviembre de 2021,  personal  técnico de apoyo a    

la     Subsecretar ía de Espacio Públ ico ,  componente de Publ ic idad Exter ior  

Visual ,  v is i tó e l     lugar  en aras de  constatar  que  d icho  e lemento  cumple  

con lo  d ispuesto en  acto adminis t rat i vo  de autor izac ión  y   número de 

regis t ro ,  por lo     cual  se observa to ta l  cumpl imiento y    a juste a   la  norma. 

(Se ad junta constancia con regis t ro fo tográf ico) .  

 

A    cont inuación  se   re lac ionan los  documentos que hacen parte del   

t rámi te  agotado  con dicha sol ic i tud de reg is t ro  y    se anexan al     p resente:  

-Sol ic i tud de regis t ro N°  201910408316 de 13 de noviembre de 2019  

-Respues ta de pr imer contacto N° 201930417493 de 26 de noviembre de 

2019 

-Actual izac ión de regis t ro Nro .  201910452180 de 17 de d ic ie mbre de 2019.  

-Estudio  de  ver i f icac ión  -Posi t ivo-  N°  202030356605 de 15 de oc tubre de 

2020.  

-Tras lado de estudio adminis t rat ivo  N°  202030365362 de 21 de octubre  de 

2020.  

-Actual izac ión de regis t ro N° 202010021598 de 20 de enero de 2021.  

-Resoluc ión de auto r izac ión N° 202150004730 de 29 de enero  de 2021.  

 

F inalmente,  en re lac ión  con la d iscrepancia de v is i tas del  año 2018 y 2020 

se debe a que para e l  año 2019 fecha en la  cual  ingresa  la   sol ic i tud de 

regis t ro ,  e l   e lemento  se presume haber es tado insta lad o,  ta l  como in f iere 

de la  Ley 140 de 1994,  t res (3 )  d ías antes de la sol ic i tud de regis t ro,  

c i rcunstancia que suced ió e l  13  de noviembre del  año 2019.  En cambio ,  en 

constancia de  18 de ju l io  del  año 2018 no se encontró e l  e lemento ins ta lado.  

Exis te una di ferencia temporal  ent re la    fecha del  año 2018 y   la     del  año 

2019.  

 

De modo pues que,  para el  momento de presentación de la acción mediante la 

cual  se denuncia una presunta infracción a los derechos e intereses colect ivos,  

que es el momento que reclama el actor a tener en cuenta, no se contaba con 

pruebas claras y contundentes que pusieran en evidencia la vulneración y 



P á g i n a  1 4  d e  1 6  

S e n te n c ia  2 ª  i n s ta n c ia .         M   C   O   P        R a d i c a d o  0 50 0 1  31  03  0 1 1  20 1 8  00 2 21  0 1  

sirvieran para formar el convencimiento del fal lador,  pues como se anunció,  la 

demanda no detal ló las infracciones y como si fuera poc o, las fotografías que 

se anexaron con el la  son insuf icientes para constatar  la distancia de la 

publ icidad con otras val las, las dimensiones de  ésta, el  registro o no de la 

misma ante el ente municipa l,  el  área o zona de inf luencia  y en general  todas 

las especif icaciones para determinar si  se ajusta o  no a las disposiciones 

normativas, porque se reitera, la demanda no señala  cuáles eran las 

infracciones; ahora,  las pruebas obtenidas en el trámite de la acción , lo que 

señalan es que emerge palmaria la inexis tencia de vulneración a la normativa 

con la publ icidad exter ior  visual objeto de esta acción , porque como bien 

concluye el informe técnico arr imado por la Alcaldía de Medel l ín “ la publ icidad 

exter ior visual referenciada cuenta con autor ización de esta depe ndencia, el lo 

dispuesto en Resolución N°202150004730 de 29 de enero de 2021, lo que 

signif ica que la misma cumple con todos los parámetros normativos y técnicos 

vigentes”.  

 

Y que no se diga, como a través de su recurso señala el accionante, que no 

existe en el expediente la mater ial ización oportuna del  registro de la publ icidad 

exter ior visual,  al  hacer referencia a la Resolución N°202150004730 del 29 de 

enero de 2021, mediante la cual la Alcaldía de Medel l ín a través de la 

Subsecretaría de Espacio Públ ico autor izó el registro de esa publ icidad 

exter ior visual,  porque lo cierto es que en el expediente obra prueba 

documental que da cuenta que en el  mes de febrero de 2018,  la accionada se 

dir igió ante la Alcaldía de Medel l ín para sol ici tar la renovación de la 

autor ización de la val la (cfr .  Archivo digi tal  2.1. fol io 8/Carpeta 01.Primera 

Instancia) e incluso,  la Resolución N°502M -19 de 2008 que también obra en el  

expediente,  permite infer ir  de su contenido que la accionada tramitó el  registro 

de la publ icidad exter ior  visual ubicada en la Cal le 36 N° 48 -36 de Medel l ín 

desde esta anual idad, pues tal  acto administrat ivo,  al  resolver el  recurso de 

reposición frente a la decisión inicial  de negar la sol ici tud de registro de la 

val la,  repuso la decisión administrat iva  número 337N-13 del día 13 de 

noviembre de 2007 y como consecuencia de el lo ,  en el  ordinal  segundo de la 

parte resolut iva, dispuso ordenar el  registro de la publ icidad exter ior visual  

ubicada en la Cal le 36 N° 48-36 de Medel l ín,  al  ver i f icar que ya se habí an 
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hecho los correspondientes ajustes para que la misma se adecuara a la 

normativa (cfr .  Archivo digi tal  2.1. fol ios 9 a 12/Carpeta 01.Primera Instancia) .  

 

Recuérdese que la f inal idad de la acción popular  es la protección de los 

derechos e intereses colect ivos de una manera rápida y senci l la ,  pero para 

el lo, necesario resulta contar con la prueba de su vuln eración. Valga acotar lo 

consagrado por la Sección Primera del Consejo de Estado en sentencia del  20 

de enero de 2011:  

 

Las acciones populares t ienen como f inal idad la protecc ión de los 
derechos e intereses colect ivos, cuando éstos resu lten amenazados o 
vulnerados, ex is ta pel igro,  agrav io o daño cont ingente,  por la acción o 
la omisión de las autor idades públ icas o  de los part icu lares que actúen 
en desarrol lo de funciones admin ist rat ivas. Se caracterizan por 
poseer un carácter a ltruista pues mediante su ejercicio se busca 
que la comunidad afectada pueda disponer de un mecanismo 
jurídico para la rápida y senci l la protección de los referidos 
derechos ,  cuya amenaza o vulneración, así como la existencia del  
peligro, agravio o daño contingente, deben probarse 
necesariamente para la procedencia del  amparo .  (Negri l la  fuera de 
texto)  

 

Así  las cosas, no acreditándose la vulneración de los derechos e intereses 

colect ivos cuya protección se pretende, ni  al  momento de presentación de la 

acción, ni  en el curso de la misma, se procederá a conf irmar la sentencia 

apelada, pues el  juez para decidir  debe apoyarse en las pruebas que 

vál idamente se aduzcan a la tramitación,  siend o necesario, en casos como el  

presente donde la parte actora no arr imó mayores elementos de prueba, 

apoyarse de las autor idades competentes para contar con los respect ivos 

informes técnicos que le sirvan de sustento a su decisión.  

 

CONCLUSIÓN Y COSTAS.  

El colofón de lo expuesto es la decisión que habrá de ad optarse, conf irmando 

la sentencia apelada,  la que con acierto denegó las pretensiones de la acción, 

no obstante lo anter ior,  no se impone condena en costas ,  puesto que de 

conformidad con el art ículo 38 de la Ley 472 de 1998, no existe prueba que la 

acción presentada haya sido temeraria o de mala fe.  
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En mérito de lo expuesto,  el  TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN -  SALA 

TERCERA DE DECISIÓN CIVIL ,  administrando Just icia en nombre de la 

Repúbl ica de Colombia y por autor idad de la Ley,  

 

FALLA 

 

PRIMERO. CONFIRMAR  la sentencia de fecha, naturaleza y procedencia 

descri ta en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO. ABSTENERSE de imponer condena en costas en esta instancia.  

 

TERCERO.  ORDENAR que, por la secretar ía del  Juzgado de pr imera 

instancia, se remita copia de la demanda, del  auto admisorio y del fal lo 

def ini t ivo con dest ino al Registro Públ ico Central izado de Acciones 

Populares y de Grupo, según lo establecido en el art ículo 80 de la Ley 472 

de 1998.  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
Los Magistrados,  

 
 

 

 

JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 
(Firma escaneada conforme al art. 11 del Decreto 491 de 2020 Ministerio de Justicia y del Derecho) 

Utilizada para decisiones de la Sala Tercera de Decisión Civil del Tribunal Superior de Medellín 
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